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AYUDAS HUMANITARIAS DE POBLACIÓN DESPLAZADA/ Excepcionalmente el trámite administrativo establecido para su entrega puede obviarse cuando el caso requiera atención urgente 
“(…) su caso se encuentra en fase de verificación de la situación de vulnerabilidad de la familia para establecer la procedencia y necesidad de la entrega de las mismas, situación que se puede concluir fácilmente del hecho de que a la fecha a la petente aún no se le ha asignado un número de turno para el giro de la ayuda reclamada. Aunado a ello (…) no hay nada que haga visible el estado calamitoso de perjuicio irremediable por el cual está pasando la actora y su familia que haga necesaria e inmediata la intervención del juez constitucional para ordenar la omisión de una serie de trámites de carácter administrativo a fin de que a la accionante se le haga entrega de la ayuda humanitaria que reclama, saltándose con ello el orden de turnos usado por la UARIV para la asignación de tales recursos.” 

Cita: Corte Constitucional, sentencia T-414 de 2013.
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la accionante señora MARÍA CARMENZA MARÍN BONILLA contra el fallo del 21 de enero de 2016 mediante el cual el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, negó la tutela de los derechos fundamentales invocados por ella en contra de la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS –UARIV-.
ANTECEDENTES

Cuenta la señora María Carmenza que es madre cabeza de familia con tres hijos menores a cargo, que fue desplazada en el año 2005 del municipio de Barbaco-Nariño, razón por la cual llegó a la ciudad de Armenia de donde nuevamente le tocó salir desplazada en el año 2015 por amenazas en contra de su vida y las de sus hijos, debiendo con ello abandonar la vivienda que le había sido dada por el Gobierno. Fue así, como en el mes de julio del año 2015 llegó para instalarse en el municipio de Dosquebradas, presentando allí de nuevo declaración para ser incluida en el Registro Único de Víctimas y recibiendo ayuda inmediata en cuanto alimentación. 
Informa la libelista que el 10 de noviembre de 2015 quedó registrada en el RUV, a pesar de ello acudió nuevamente ante la Alcaldía de Dosquebradas para solicitar ayuda humanitaria, sin embargo la misma le fue negada bajo el argumento de que su caso ya era responsabilidad de la UARIV. Dada esa situación y al ver que esa entidad no le ha brindado ningún tipo de ayuda, acudió ante la Defensoría del Pueblo, de donde le han escrito en varias oportunidades a la UARIV comentándole su difícil situación sin que hasta la fecha le hayan dado razón alguna sobre la ayuda humanitaria para ella.  

Teniendo en cuenta todo lo anterior, la parte accionante solicita se le ordene a la UARIV hacerle entrega inmediata de la ayuda humanitaria de emergencia. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

La presente acción fue admitida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local el día 6 de enero de 2016. Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho decidió mediante sentencia del día 21 de ese mismo mes y año, no tutelar los derechos fundamentales invocados por la señora Marín Bonilla, por cuanto en el expediente no existe prueba alguna que dé cuenta de las situaciones o condiciones de extrema vulnerabilidad que permitan establecer que los hechos que anuncia en su escrito constituyen un perjuicio irremediable que pueda conjurarse por medio de la acción de tutela. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
La señora María Carmenza una vez se enteró de la decisión adoptada por la Juez A-quo procedió a presentar escrito impugnándola, por considerar que esa decisión no es acorde con su situación y como sustento de su afirmación reiteró aquello que había dicho en su escrito inicial de tutela. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le corresponde determinar a la Sala, si la entidad accionada ha vulnerado los derechos fundamentales reclamados por la accionante, de manera que deba revocarse el fallo del Juez A-quo o si por el contrario tal cosa no existe y por ende debe ser confirmado. 
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se le hace al fallo de primer nivel que le negó al accionante la protección constitucional que él reclama para que le sean entregadas las ayudas humanitarias a que tiene derecho en su condición de desplazada. 
De las ayudas humanitarias para los desplazados: 

El Gobierno Nacional a través de la Ley 1448 de 2011 dictó medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, integrando para ello una serie de instituciones y entidades estatales, quienes a través de un conjunto de medidas de asistencia y atención humanitaria tratan que estas personas superen la situación calamitosa en la que quedan después de verse obligadas a abandonar sus hogares; estas ayudas se otorgan por etapas así, i) atención inmediata, ii) ayuda humanitaria de emergencia y iii) atención humanitaria de transición. La primera de ellas es definida en el artículo 63 de la norma en cita de la siguiente manera “la ayuda humanitaria entregada a aquellas personas que manifiestan haber sido desplazadas y que se encuentran en situación de vulnerabilidad acentuada y requieren de albergue temporal y asistencia alimentaria.”. De manera subsiguiente el art. 64 establece que en la segunda etapa se entrega “la ayuda humanitaria a la que tienen derecho las personas u hogares en situación de desplazamiento una vez se haya expedido el acto administrativo que las incluye en el Registro Único de Víctimas, y se entregará de acuerdo con el grado de necesidad y urgencia respecto de su subsistencia mínima.”, por último, la ley indica que la atención humanitaria de transición “Es la ayuda humanitaria que se entrega a la población en situación de Desplazamiento incluida en el Registro Único de Víctimas que aún no cuenta con los elementos necesarios para su subsistencia mínima, pero cuya situación, a la luz de la valoración hecha por la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, no presenta las características de gravedad y urgencia que los haría destinatarios de la Atención Humanitaria de Emergencia.”
 

Adicionalmente, esta norma indica cuando se entiende que ha cesado la condición de vulnerabilidad y la manera como se los organismos estatales corroboraran si ello es así:

“ARTÍCULO 68. EVALUACIÓN DE LA CESACIÓN DE LA CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y DEBILIDAD MANIFIESTA. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y los alcaldes municipales o distritales del lugar donde reside la persona en situación de desplazamiento, evaluarán cada dos años las condiciones de vulnerabilidad y debilidad manifiesta ocasionada por el hecho mismo del desplazamiento.

Esta evaluación se realizará a través de los mecanismos existentes para hacer seguimiento a los hogares, y aquellos para declarar cesada la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta de acuerdo al artículo anterior.

Las entidades del orden nacional, regional o local deberán enfocar su oferta institucional para lograr la satisfacción de las necesidades asociadas al desplazamiento, de conformidad con los resultados de la evaluación de cesación.”
Complementando lo anterior el artículo 117 del Decreto 4800 de 2011 dispuso:

“Artículo 117. Superación de la situación de emergencia. Con base en la información recopilada a través de la Red Nacional de Información, se evaluará el acceso efectivo del hogar a los componentes de alimentación, alojamiento temporal, salud, y educación, a través de alguna de las siguientes fuentes:

1. Participación del hogar de los programas sociales orientados a satisfacer las necesidades relativas a estos componentes.

2. Participación del hogar en programas sociales orientados al fortalecimiento de las capacidades de autosostenimiento del hogar.

3. Participación del hogar en procesos de retorno o reubicación y acceso a los incentivos que el gobierno diseñe para estos fines.

4. Generación de un ingreso propio que le permite al hogar suplir de manera autónoma estos componentes.

5. Participación del hogar en programas de empleo dirigidos a las víctimas.
Una vez se establezca que el hogar cuenta con acceso a los componentes de alimentación, alojamiento temporal, salud y educación a través de alguna de las fuentes mencionadas, se considerará superada la situación de emergencia producto del desplazamiento forzado y se realizarán las remisiones correspondientes para garantizar el acceso a los demás componentes de la atención integral, con el fin de avanzar en la cesación de la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta.”
Sobre la asignación de turnos para la entrega efectiva de ayudas humanitarias y su prórroga:
De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley 1448 de 2011, la ayuda humanitaria de emergencia es aquella a la cual tienen derechos las personas una vez son admitidas en el Registro Único de Víctimas, y se brinda de acuerdo al grado de necesidad, esta ayuda se entrega por una vez y puede prorrogarse de acuerdo al grado de necesidad de la familia, para ello la UARIV realiza una visita de caracterización con el fin de establecer si los petentes requieren ayuda de emergencia o se encuentran bajo unas condiciones socioeconómicas que les permite encontrarse dentro del grupo poblacional que puede hacer uso de atención humanitaria de transición. 
Una vez se ha realizado la caracterización de la familia, se le asigna un turno para la entrega efectiva de la ayuda humanitaria, sin embargo, se ha evidenciado que al momento de comunicarle a las personas sobre este turno no se les dice la fecha en la cual se hará efectiva la entrega, frente a ello ha dicho la Corte Constitucional:
“Definido el proceso de caracterización, la Corte ha admitido entonces la posibilidad de que la administración establezca turnos como medida de organización para la entrega de las prórrogas, especificando que los mismos deben ser respetados so pena de infringir el derecho a la igualdad. Con todo, la administración debe indicar, dentro de un plazo razonable y adecuado a las circunstancias de los afectados, una fecha clara y precisa de entrega.

 

Precisando lo anterior, esta Corte recientemente expidió el Auto 099 de enero 25 de 2013, emitido por la Sala Especial de Seguimiento de la sentencia T-025 de 2004, que se cita, in extenso, (no está en negrilla en el texto original):

 

 “3.2.3.1. Primera sub-regla. Se pone en riesgo y/o se vulnera el derecho al mínimo vital de la población desplazada cuando la ayuda humanitaria no se entrega de manera inmediata y urgente.
 
La Corte Constitucional ha reiterado que para que la atención humanitaria cumpla con su finalidad de satisfacer las necedades básicas de la población desplazada en la etapa de emergencia, su entrega tiene que ser “inmediata y urgente”[16]. La urgencia e inmediatez que caracterizan la entrega de la ayuda humanitaria configuran “el alcance del respeto del derecho a la igualdad entre las personas que se encuentran a la espera de recibir la Ayuda humanitaria de emergencia”[17]. Al respecto, es importante recordar que la Corte Constitucional ha reiterado que la entrega de la ayuda humanitaria tiene que respetar el orden cronológico de los turnos asignados de acuerdo con el derecho a la igualdad de la población desplazada[18]. Por esta razón ha establecido que, en principio, la acción de tutela no puede ser el mecanismo para ordenar la entrega inmediata de la ayuda de emergencia[19] salvo cuando se trate de casos excepcionales[20] o de extrema urgencia[21], razón por la cual, la Corte Constitucional se ha limitado en varios pronunciamientos a ordenar que se informe a la población beneficiaria acerca de una fecha razonable en la que se entregará la ayuda[22]. En esa medida, la Corte Constitucional ha considerado que el respeto por el sistema de turnos no significa que las autoridades se eximan de la obligación de informar acerca de una fecha razonable y demás circunstancias en las que la entrega se materializará[23].
 
Ahora bien, es importante delimitar el alcance de estos pronunciamientos, pues el respeto por los turnos y la orden reiterada de la Corte Constitucional de informar acerca de la fecha razonable de su materialización, no significa, en ningún momento, que la generalidad de la población desplazada se vea sometida a una larga espera, de varios meses e incluso años, para recibir la ayuda humanitaria bajo la justificación de que ya se le asignó un turno con una fecha para su materialización. La Corte ha enfatizado y reiterado que:
 
‘es necesario precisar el alcance del respeto del derecho a la igualdad entre las personas que se encuentran a la espera de recibir la Ayuda humanitaria de emergencia. Si bien la Corte ha señalado que, en virtud de este derecho, la persona que cumple con los requisitos de ley para acceder a cualquier componente de la asistencia humanitaria debe respetar el orden cronológico de entrega establecido por Acción Social, ello no significa que el derecho a la igualdad de los desplazados consista en la obligación de que toda la población desplazada aguarde de manera silenciosa la entrega de una asistencia que no es inmediata ni urgente. Muy por el contrario, el derecho a la igualdad implica que la atención humanitaria sea brindada de manera universal a toda la población desplazada respetando el carácter inmediato y urgente de la misma. Solo en este sentido puede interpretarse la orden dada por la Corte Constitucional de que la entidad correspondiente señale un término razonable y oportuno en el cual hará entrega efectiva de la ayuda.’[24]”
 

4.4. En esa medida, la Corte Constitucional ha considerado que el respeto por el sistema de turnos es obligatorio, mas no significa que las autoridades se eximan de la obligación de informar acerca de una fecha razonable, acompasada con la situación de la población desplazada, es decir, no puede convertirse en una forma de dilatar la ayuda, que debe ser oportuna.”

Así las cosas, es claro que las entidades encargadas de la asignación de los turnos y de la entrega efectiva de la ayuda humanitaria de emergencia están en la obligación de informarle a la persona la fecha cierta o por lo menos aproximada en la cual será materializado lo ya conferido.
Del caso concreto: 
Revisado lo existente dentro del expediente no le cabe duda a la Sala que tanto la señora María Carmenza como su familia se encuentran inscritos en el RUV en calidad de desplazados.

A pesar de ello y con base en todo lo dicho en precedencia, encuentra la Sala que no existe dentro del libelo prueba alguna que dé cuenta de la condición de madre cabeza de familia de la actora y menos de la difícil situación económica que atraviesa, más aún cuando revisada la ficha del RUV de su grupo familiar, se puede observar que dentro del mismo se encuentra incluido otro adulto que puede colaborar con los gastos de la familia. 

Aparte de lo anterior, dentro del expediente se aprecia que más allá de los trámites realizados a través de la Defensoría del Pueblo de Risaralda, la accionante no ha hecho nada más para la obtención de la ayuda humanitaria que reclama ante la UARIV, puesto que por lo narrado y de acuerdo a lo visto a folio 11 es claro que su caso se encuentra en fase de verificación de la situación de vulnerabilidad de la familia para establecer la procedencia  y necesidad de la entrega de las mismas, situación que se puede concluir fácilmente del hecho de que a la fecha a la petente aún no se le ha asignado un número de turno para el giro de la ayuda reclamada. Aunado a ello y como bien lo indicó la Juez de primer nivel, no hay nada que haga visible el estado calamitoso de perjuicio irremediable por el cual está pasando la actora y su familia que haga necesaria e inmediata la intervención del juez constitucional para ordenar la omisión de una serie de trámites de carácter administrativo a fin de que a la accionante se le haga entrega de la ayuda humanitaria que reclama, saltándose con ello el orden de turnos usado por la UARIV para la asignación de tales recursos. 

De acuerdo a lo dicho es evidente para la Sala que no hay camino diferente a la confirmación de la decisión de primer nivel. 
A pesar de lo que viene de decirse, y teniendo en cuenta muy especialmente los correos enviados por parte de funcionaria de la Defensoría del Pueblo Seccional Risaralda, al Agente Social Humanitario de la UARIV, solicitando información sobre el caso de la accionante, la Sala instará a dicho funcionario para que en el menor tiempo posible informe a la señora Marín Bonilla bien sea de manera personal o por intermedio de la entidad atrás mencionada, el estado actual de su solicitud. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, mediante fallo del 21 de enero de 2016, en la tutela instaurada por la señora MARÍA CARMENZA MARÍN BONILLA en contra de la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, ello conforme a lo manifestado en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: INSTAR AL AGENTE SOCIAL HUMANITARIO DE LA UARIV a fin de que en la medida de lo posible, y si aún no lo ha hecho, proceda en el menor tiempo posible informar a la señora Marín Bonilla, bien sea de manera personal o por intermedio de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, sobre el estado actual de su solicitud de la entrega de ayuda humanitaria de emergencia.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible. Y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Artículo 65 Ley 1448 de 2011


� Corte Constitucional, sentencia T-414 de 2013, M.P. Dr. Nilson Pinilla Pinilla. 
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